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l Tribunal de Gestión Asocia-
da (TGA) Nº 3 de la ciudad de 
Córdoba rechazó la deman-

da promovida por un docente 
contra la Universidad Provincial 
de Córdoba, mediante la cual 
pretendía la restitución a su pues-
to, horario y tareas habituales, al 
concluir que la modificación de 
sus funciones obedeció a razones 
ajenas a su actividad sindical y 
constituyó una medida preventi-
va legítima destinada a resguar-
dar al alumnado, especialmente a 
las estudiantes mujeres, mientras 
se sustancia el correspondiente 
sumario administrativo. 

La sentencia fue dictada por el 
juez Rodrigo Herrera, quien anali-
zó la acción de restablecimiento de 
condiciones de trabajo iniciada 
por Y. D. B., profesor de la Univer-
sidad Provincial de Córdoba y de-
legado suplente de la Unión de 
Educadores de la Provincia de Cór-
doba, quien sostuvo que la institu-
ción vulneró su tutela sindical al 
relevarlo del dictado de clases y de 
la toma de exámenes sin haber 
promovido previamente el proce-
dimiento judicial de exclusión pre-
visto por la ley 23551. El actor afir-
mó que la decisión, adoptada me-
diante resoluciones decanales dic-
tadas a partir de septiembre de 
2025, configuró un acto antisindi-
cal que alteró ilegítimamente sus 
condiciones laborales.  

En primer lugar, el magistrado 
examinó el planteo de inconstitu-
cionalidad formulado respecto de 
la reforma introducida por la ley 
27802 al artículo 52 de la ley 23551. 
Concluyó que esa modificación no 
resultaba aplicable al caso porque 
los hechos cuestionados eran an-
teriores a su entrada en vigencia, 
por lo que correspondía resolver la 
controversia conforme el texto le-
gal previo, que extendía la tutela 
sindical también a los delegados 
suplentes. En consecuencia, con-
sideró innecesario pronunciarse 
sobre la constitucionalidad de la 
reforma.  

El fallo tuvo por acreditado que 
el actor ejercía el cargo de delega-
do suplente con mandato vigente 
al momento en que fueron dicta-
das las resoluciones que modifica-
ron parcialmente sus funciones. 
También reconoció que la Univer-
sidad Provincial de Córdoba dis-
puso esa modificación sin tramitar 
previamente la exclusión de tutela 
sindical, circunstancia que, en 
principio, habilitaba el análisis de 
la protección especial prevista por 
la legislación laboral. Sin embargo, 
destacó que la jurisprudencia del 
Tribunal Superior de Justicia (TSJ) 

admite que esa omisión no deter-
mina automáticamente la reinsta-
lación cuando resulta manifiesto 
que la finalidad de la medida no 
persigue afectar la actividad gre-
mial del trabajador.  

 
Origen 
Al examinar el origen de las reso-
luciones decanales, el magistrado 
señaló que la investigación admi-
nistrativa comenzó a partir de re-
clamos formulados por el Centro 
de Estudiantes y por una docente 
de la institución, quienes denun-
ciaron presuntas situaciones de 
abuso de poder, maltrato, comen-
tarios inapropiados y conductas 
que generaban un ambiente hostil 
para los estudiantes, particular-
mente para las alumnas. Dichas 
presentaciones motivaron el ini-
cio de una investigación adminis-
trativa y, como medida precauto-
ria, el relevo temporal del actor del 
dictado de clases y de la toma de 
exámenes en la carrera de Psico-
motricidad.  

Posteriormente, la investigación 
incorporó encuestas y declaracio-
nes testimoniales que, según la 
sentencia, corroboraron numero-
sas manifestaciones de violencia 
ejercida contra mujeres por parte 
del docente. El fallo destacó que 
una amplia mayoría de los estu-
diantes calificó como inadecuado 
el vínculo mantenido por el profe-
sor con el alumnado y reprodujo 
diversos testimonios que describí-
an burlas, expresiones despecti-
vas, comentarios ofensivos, con-
ductas intimidatorias y formas de 
trato diferenciadas hacia las estu-
diantes. También valoró declara-
ciones que relataban episodios 
vinculados con alumnas que 
abandonaron la cursada a raíz de 

esas experiencias y referencias 
ofensivas dirigidas a una estudian-
te que asistía con su hijo pequeño.  

 
Necesidad 
Sobre esa base, el juez concluyó 
que la medida cuestionada res-
pondió exclusivamente a la necesi-
dad de preservar la prueba, garan-
tizar la convivencia académica y 
permitir el normal desarrollo del 
procedimiento disciplinario, obje-
tivos expresamente contemplados 
por el decreto 586/A/63 y la ley 
7233. Añadió que el actor no fue 
suspendido ni privado de su cargo 
docente sino que continuó desem-
peñando otras tareas dentro de la 
misma carrera, sin que se afectara 
su situación laboral de manera de-
finitiva.  

Finalmente, Herrera sostuvo 
que la decisión adoptada por la 
Universidad Provincial de Córdo-
ba se encontraba especialmente 
respaldada por la ley 26485 de pro-
tección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres, al procurar evi-
tar la reiteración de hechos que 
podían comprometer los derechos 
de las estudiantes mientras se des-
arrollaba el sumario administrati-
vo. En ese contexto, entendió que 
la medida preventiva no constitu-
yó un acto persecutorio contra la 
actividad sindical del actor, sino 
una respuesta razonable y propor-
cionada frente a los antecedentes 
reunidos en la investigación, ra-
zón por la cual rechazó la deman-
da de reinstalación promovida por 
el docente. 

Consideran justificado  
apartamiento de un docente de la 
Universidad Provincial de Córdoba 
La decisión entendió que la reasignación de tareas no respondió a una persecución 
sindical sino a la necesidad de preservar la investigación administrativa iniciada  
por denuncias de presuntas conductas de violencia contra estudiantes,  
especialmente mujeres, y de proteger la convivencia académica 

i
a Real Academia Española (RAE) re-
conoce la palabra influencer como 
un anglicismo usado para nombrar a 

una persona con capacidad de influir sobre 
otras, principalmente a través de las redes 
sociales. 

Las tecnologías de la información y co-
municación, el avance de los medios tec-
nológicos y el uso masivo de las herra-
mientas digitales han fomentado el creci-
miento de la transmisión de contenidos de 
manera remota en cualquier momento y 
lugar del mundo. 

El principio constitucional de que nin-
gún derecho es absoluto supone que la li-
bertad de expresión de estos creadores de 
contenido encuentra límites estrictos 
cuando atenta contra los derechos de ter-
ceros, el honor, la protección de consumi-
dores y el orden público. 

El tema toma incluso mayor trascen-
dencia después de la reciente final del 
Mundial de Fútbol 2026, tras una campa-
ña “antiargentina” o “del odio” llevada a 
cabo principalmente por influencers (y 
otras celebridades), que catalogaron a Ar-
gentina como uno de los países más racis-
tas del mundo. 

Verdad, mentira o exageración, no lo 
sabremos a ciencia cierta pero lo que sí es 
cierto es que la influencia de los comenta-
rios, posteos y mensajes de este tipo de 
personas con capacidad de atraer la aten-
ción de otras personas, lograr millones de 
seguidores en segundos y convencer sobre 
lo que dicen o hacen, puede ser peligrosa, 
generar consecuencias negativas o alertas 
y/o avances en la problemática de la dis-
criminación, cualquiera sea su causa. 

Si bien no existe una ley específica en 
Argentina que regule la actividad y res-
ponsabilidad de los influencers, se aplica 
el régimen general del Código Civil y Co-
mercial de la Nación y, si publican o pro-
mocionan productos o servicios, la Ley de 
Defensa del Consumidor, la Ley de Lealtad 
Comercial y la Ley de Protección de Datos 
Personales, respecto al resguardo de la 
información contenida en bases de datos y 
el debido consentimiento informado de 
sus seguidores, con derecho de acceso, 
rectificación o supresión, según corres-
ponda, entre otras. 

Tampoco escapan de la responsabili-
dad penal, bajo el régimen sancionatorio 
general, con soluciones en ocasiones más 
beneficiosas como el sometimiento a las 

denominadas “probations de concientiza-
ción”, cuando por ejemplo personas influ-
yentes de los medios incitan a su público y 
seguidores a apostar en juegos clandesti-
nos y casinos online y, para reparar el da-
ño, acuerdan en el marco del expediente 
realizar cursos presenciales sobre ludopa-
tía y publicar de forma sostenida videos 
institucionales advirtiendo a sus millones 
de seguidores sobre los peligros de apos-
tar en este tipo de plataformas. 

También pueden ser condenados a 
otras penas cuando, por ejemplo, incurren 
en discriminación a través de entornos di-
gitales, tal es el caso del influencer Ma-
nuel Jorge Gorostiaga, conocido como 
@danannoficial, quien, tras la denuncia de 
una mujer transgénero que se sintió ridi-
culizada y humillada por la publicación de 
una fotografía suya en la red social Twitter 
(hoy X), generó miles de comentarios 
agraviantes y descalificatorios hacia su 
persona y el colectivo trans. El Juzgado en 
lo Penal, Contravencional y de Faltas N° 
21 de CABA lo condenó finalmente a pagar 
una multa y le prohibió mencionar a la 
víctima en cualquier medio o plataforma 
pública. También pueden responder cuan-
do efectúan comentarios agraviantes al 
honor o incitan al odio o a la violencia sis-
temática contra otras personas, ocasio-
nando daños patrimoniales e incluso re-
putacionales susceptibles de sanción. 

Sin embargo, ¿es aplicable la doctrina 
de la real malicia a los influencers?; ¿debe 
la Justicia exigirles el mismo nivel de rigu-
rosidad informativa cuando comunican 
datos sobre salud, política o finanzas y no 
tienen la formación profesional de un pe-
riodista para verificar fuentes?; ¿cuál es el 
límite entre lo ético, la falsa recomenda-
ción -de que “les gusta” algo que ni siquie-
ra probaron o usaron- y la publicidad en-
gañosa, cuando su opinión es determinan-
te para influir en la decisión de sus segui-
dores?; ¿dónde termina la mera opinión y 
comienza el delito de discriminación, difa-
mación o la incitación al odio? 

El debate está abierto y, si bien sabe-
mos que está prohibida la censura previa, 
quedará a cargo del Estado la incansable 
tarea de procurar una mayor concientiza-
ción sobre la responsabilidad de los in-
fluencers y encauzar su influencia hacia fi-
nes positivos para la población, haciéndo-
les cumplir el Código de Ética y Autorre-
gulación Publicitaria, la Guía de Reco-
mendaciones para influencers de la Co-
narp y la normativa vigente, que, aunque 
general, prohíbe causar daños y violar los 
derechos de terceros, incluso la imagen 
del propio Estado frente a la comunidad 
internacional. 

Campaña del odio y responsabilidad 
de los influencers

u Claudia Iglesias 
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ESCENARIO. La controversia se originó a partir de la reasignación preventiva  

de funciones de un docente de la Universidad Provincial de Córdoba mientras  

se sustancia un sumario administrativo. 
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